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18870 ORDEN 111/01555/1983, de 12 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 16 de 
marzo de 1983, en el recurso contencioso-adminis
trativo interpuesto por doña Ana Morilla García, 
viuda de don Pedro Martos Aldana, Brigada de 
Ingenieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de úna, como demandante, doña Ana Morilla 
García, viuda de don Pedro Martos Aldana, Brigada de Inge­
nieros, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administación Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra los acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 18 de agosto de 1979 y de .5 de mayo 
de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 16 de marzo de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
de¡ Consejo Supremo de.Justicia Militar de 18 de agosto de 1979 
y de 5 de mayo de 1982, disponiendo- que se efectúe nuevo 
señalamiento de la pensión de retiro del recurrente don Pedro 
Martos Aldana, hoy su viuda, con el porcentaje del 00 por 100 
que le será abonado con efectos de 1 de abril de 1978; sin 
hacer especial condena en costas.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legislati­
va”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora _e la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y. en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 12 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

18871 ORDEN 111/011599/1983, de 12 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 8 de 
febrero de 1983, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Guillermo Lozano Fer
nández, Caballero Mutilado Permanente, Capitán 
de Infantería.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una como demandante, don Gui­
llermo Lozano Fernández, quien postula por si mismo, y de 
otra, como demandada, la Administración Pública, representada 
y defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 26 de enero y 15 de junio de 1979, 
se ha dictado sentencia cOn fecha 8 de febrero de 1983, cuya 
oart dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso oonten- 
cioso-administrativo interpuesto por don Guillermo Lozano Fer­
nández, Capitán de Infantería y Caballero Mutilado Permanente, 
representado por el letrado don Lorenzo Sans Sans, contra re­
soluciones del Ministerio de Defensa de 26 de enero y 7 de 
iunio de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las mismas 
en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anula­
mos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho 
recurrente el derecho que tiene a percibir el complemento de 
destino por responsabilidad en la función, desde la fecha 
de 1 de enero de 1972, hasta la entrada en vigor de la Ley 
5/1976, de 11 de marzo, condenando a la Administración al 
pago de las cantidades que resulten en este proceso, sin impo­
sición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio 
de la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Asi por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa nú- 
mro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
oropios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a W. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 12 de mayo de 1983.— P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Miohavila 
Pallarés.
Excmos. Sres Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

18872 ORDEN 111/01600/1983, de 12 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 20 
de enero de 1983, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don José López Ingerto, Sar­
gento de Infantería y Caballero Mutilado.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don José 
López Ingerto, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 14 de mayo y 27 de junio de 1979, se ha 
dictado sentencia con fecha 20 de enero de 1983, cuya parte dis­
positiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-ádministrativo interpuesto por don José López Ingerto, re­
presentado por el Procurador señor Granados Weil, contra re­
soluciones del Ministerio de Defensa de 14 de mayo y 27 de junio 
de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las mismas en 
parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, 
asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho re­
currente el derecho que tiene a percibir el complemento de 
destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de su 
efectividad económica en el empleo de Sargento hasta la en­
trada en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando a 
la Administración ál pago de las cantidades que resulten en 
este proceso/ sin expresa imposición de costas,

Asi por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley , 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 12 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavtla 
Pallarés.
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria,

18873 ORDEN 111/01601/1983, de 12 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 20 
de enero de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don José Oiz Echeverría, 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Absolu­
to de Guerra.

Excmos Sres.: En el recurso contenqioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Au­
diencia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don 
José Oiz Echeverría, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de. Defensa de 27 de marzo y 21 de junio de 1979, 
se ha dictado sentencia con fecha 20 de enero de 1983, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-administratívo interpuesto por don José Oiz Echeverría, 
Sargento y C.M.A., representado por el Procurador señor Do- 
rremochea Aramburu, contra resoluciones del Ministerio de De­
fensa de 27 de marzo y 21 de junio de 1979, debemos declarar 
y declaramos no ser las mismas en parte ajustadas a derecho, 
y, en consecuencia, las anulambs, asimismo, parcialmente, re­
conociendo, en cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene 
a percibir el complemento de destino por responsabilidad en 
la función desde la fecha de su efectividad económica en el em­
pleo de Sargento hasta la entrada en vigor de la Ley 5/1976, 
de 11 de narzo, condenando a la Administración al pago de 
las cantidades que resulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio 
de la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades oue em con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de narzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a W. EE.
Dios guarde a W. EE. muchos años.
Madrid, 12 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.


